RADICACIÓN: 66001-22-04-000-2020-00007-00

ACCIONANTE: DR. JORGE GONZÁLEZ ARREDONDO
ACCIONADO: JUZGADO 1º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y M. DE PEREIRA
DECISIÓN: DECLARA IMPROCEDENTE POR FALTA DE LEGITIMACIÓN

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / SOLICITUD DE LIBERTAD CONDICIONAL / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA / LA TIENE EXCLUSIVAMENTE LA PERSONA PRIVADA DE LA LIBERTAD COMO TITULAR DE LOS DERECHOS PRESUNTAMENTE VULNERADOS.
… en el presente asunto se avizora un defecto insaneable, relacionado con una falta de legitimación por activa al presentarse la demanda de amparo constitucional, que impide la realización de cualquier estudio frente a los reproches formulados en este trámite, ello por cuanto quien la promovió… no es el titular de los derechos fundamentales que se reclaman, tampoco lo son los adolescentes…, ni mucho menos lo es la señora…, dado que el subrogado de la libertad condicional que aquí se reclama en favor de la señora Angélica Betancurt Marín, … nada tiene que ver con la condición de madre o padre cabeza de familia que pueda ella llegar a ostentar, pues ello es un factor no evaluable al momento de determinar si una persona privada de la libertad, como consecuencia de una sentencia condenatoria, es merecedora de la concesión de dicho subrogado…
… debe decirse que si bien la acción de tutela es un mecanismo que se caracteriza principalmente por su informalidad, ello no implica que para su interposición se hayan dejado de contemplar algunos requisitos mínimos que deben ser evaluados por el Juez constitucional previo a imprimirle el trámite correspondiente…  Así lo ha consagrado el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, al puntualizar qué personas están habilitadas o facultadas para acudir a la solicitud de amparo constitucional, particularidad que ha sido denominada “legitimación en la causa por activa”…
… la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en sede de tutela, al referirse a la legitimación por activa y su significación de acuerdo con lo establecido en el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, previamente citado, ha dicho:  

“i) Que la norma legitima para que incoe la acción de amparo, solamente a la “persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales”, quien puede hacerlo de manera directa o por medio de representante, bien que éste sea judicial o un agente oficioso”.
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MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA

Pereira, treinta y uno (31) de enero de dos mil veinte (2020) 
Hora: 4:00 p.m. 
Aprobado por Acta No. 56 
	Radicación: 
	66001-22-04-000-2020-00007-00

	Accionante: 
	Dr. Jorge González Arredondo 

	Accionado: 
	Juzgado 1º de Ejecución de Penas y M. de Seguridad 

	Decisión: 
	Declara improcedente por falta de legitimación    


ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión a la acción de tutela instaurada por parte del profesional del derecho, Dr. JORGE GONZÁLEZ ARREDONDO, quien dice propugnar por los derechos fundamentales de los adolescentes Yury Andrea y Juan Camilo Betancurt Marín, en calidad de “agente oficioso”, coadyuvado por la señora Hermilda Marín Fernández, abuela de los aludidos menores, según poder otorgado para dicho fin, en contra del JUZGADO 1º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA. 

ANTECEDENTES:

De lo narrado por el accionante se puede extraer como relevante que: 
· La señora Angélica Betancurt Marín, madre de los adolescentes Yury Andrea y Juan Camilo Betancurt Marín, se encuentra privada de su libertad en la Cárcel de Mujeres de Dosquebradas como consecuencia de una sentencia condenatoria. 
· La aludida ciudadana siempre se ha encargado de la custodia de sus hijos, ostentando la calidad de madre cabeza de familia, por lo que ahora que se ha presentado esa especial condición de privación de la libertad, ha sido su progenitora, la señora Hermilda Marín Fernández quien ha tenido que asumir el cuidado de los jóvenes. 
· Por motivo de la ausencia de la madre, los adolescentes se encuentran en una precaria situación económica, dado que su abuela no cuenta con los recursos económicos para prodigarles una buena calidad de vida; a lo que se debe aunar que uno de ellos está incursionando en el consumo de drogas, debido a la imposibilidad de dedicarle los cuidados que necesita. 
· El Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, a pesar de la situación antes descrita, le negó a la señora Angélica el subrogado de la libertad condicional mediante auto del 15 de agosto del año anterior, pese a cumplir con todos los requisitos de ley. 
· Como hecho completamente ajeno a los anteriores, mencionó el Letrado que, como quiera que tenía un interés de aportar los registros civiles de los adolescentes a esta actuación, el señor “Gustavo Londoño Alzate” consignó en el Banco Agrario el valor de los mismos, y entregó en la Registraduría Especial del Estado Civil la constancia de pago, sin embargo, en esa Oficina se negaron a entregarle dichos documentos, bajo el argumento que debía acreditar su legitimación; posteriormente se acercó Él, quien corrió con la misma suerte, pues no le dieron aval a su rol de agente oficioso de los adolescentes.   

PRETENSIONES:

Acorde con los hechos narrados en precedencia, el accionante solicitó la protección de los derechos fundamentales de los adolescentes Yury Andrea y Juan Camilo Betancurt Marín, y como consecuencia de ello, se le ordene al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira que le otorgue a la madre de los mismos el subrogado de libertad condicional. 
TRÁMITE PROCESAL:

Mediante auto del 20 de enero de 2020 el Despacho ponente admitió la presente actuación; en dicho proveído se ordenó correr traslado al Juzgado accionado para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. Además se corrió traslado por término de 3 días al accionante para que subsanara inconsistencias habidas en su escrito introductorio, relacionadas con su falta de legitimación para impetrar la presente acción, en los siguientes términos: “… debe advertir esta Magistratura que en el presente asunto estamos en presencia de una serie de anomalías que deberán ser subsanadas por el accionante: 1) Se tiene que la titular de los derechos y persona directamente interesada en las resultas de esta acción es la señora ANGÉLICA BETANCUR MARÍN, dado que funge como condenada, y a titular del eventual reconocimiento del subrogado de la libertad condicional. 2) El ciudadano GONZÁLEZ ARREDONDO no acreditó la legitimación para actuar en nombre de la antes citada ciudadana, a través de poder debidamente otorgado. 3) El ciudadano no acreditó que cumple con cada uno de los requisitos de mandato o postulación Vrg. su título como profesional del derecho. 4) El ciudadano GONZÁLEZ ARREDONDO no demostró las razones por las cuales acude a la figura de la agencia oficiosa”.
Dentro del término concedido, el accionante presentó un memorial en el cual indicó que él pretende la protección de los derechos de unos menores de edad, quienes deberían contar con la protección de su progenitora. Mencionó que el beneficio que dicha ciudadana obtendría con las resultas de esta acción sería “subsidiario”. También explicó que no conoce a la condenada de quien depreca su libertad condicional, por lo que insiste que funge como agente oficioso de los menores, coadyuvado por su abuela. 
Finalmente aportó fotocopia de su tarjeta profesional de abogado. 

INTERVENCIÓN DEL DESPACHO ACCIONADO:
El titular del Despacho accionado presentó un escrito mediante el cual, inicialmente se refirió a una condenada diferente, esto es, la señora Eva María Ordoñez Urrutia. Posteriormente se refirió a los antecedentes fácticos y procesales que le llevaron a no conceder en favor de la condenada el subrogado de la libertad condicional, enfatizando que a aquella le resultó adversa la valoración de la gravedad de la conducta punible. 
Por otro lado, refirió que en el estudio de una solicitud de libertad condicional no se revisa la calidad de madre o padre cabeza de familia del sentenciado, lo que lleva a pensar que la solicitud del abogado no está bien fundamentado. 

Finalizó diciendo que la tutela no puede ser utilizada como instancia adicional de las debatidas en su escenario natural. 
Pidió que se declare la improcedencia del presente trámite tutelar.  
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema jurídico: 

Se debe establecer en esta oportunidad si el Despacho accionados ha vulnerado los derechos fundamentales de los adolescentes Yury Andrea y Juan Camilo Betancurt Marín, por no conceder en favor de su progenitora el subrogado de la libertad condicional, por ostentar la calidad de madre cabeza de familia.  
3. Solución del caso concreto: 

Sea lo primero advertir que en el presente asunto se avizora un defecto insaneable, relacionado con una falta de legitimación por activa al presentarse la demanda de amparo constitucional, que impide la realización de cualquier estudio frente a los reproches formulados en este trámite, ello por cuanto quien la promovió, esto es el Dr. Jorge González Arredondo, no es el titular de los derechos fundamentales que se reclaman, tampoco lo son los adolescentes Yury Andrea y Juan Camilo Betancurt Marín, ni mucho menos lo es la señora Hermilda Marín Fernández, dado que el subrogado de la libertad condicional que aquí se reclama en favor de la señora Angélica Betancurt Marín, como bien lo indicó el Despacho accionado, nada tiene que ver con la condición de madre o padre cabeza de familia que pueda ella llegar a ostentar, pues ello es un factor no evaluable al momento de determinar si una persona privada de la libertad, como consecuencia de una sentencia condenatoria, es merecedora de la concesión de dicho subrogado; de allí que no pueda impetrarse la acción invocando los derechos de terceras personas, cuando la experiencia nos enseña que la libertad condicional se trata de un beneficio personalísimo o individual que en favor de ciertos condenados permite otorgar la ley, aun sin tener personas bajo su cargo, aun siendo solteros y sin hijos; a diferencia de otros beneficios administrativos como el de la prisión domiciliaria por padre o madre cabeza de familia. 
Entonces, la Sala no puede pasar por alto que el accionante no adjuntó a su escrito poder alguno conferido por la titular de los derechos reclamados para que represente sus intereses en sede de tutela. 
Ante este panorama, debe decirse que si bien la acción de tutela es un mecanismo que se caracteriza principalmente por su informalidad, ello no implica que para su interposición se hayan dejado de contemplar algunos requisitos mínimos que deben ser evaluados por el Juez constitucional previo a imprimirle el trámite correspondiente al asunto puesto bajo su conocimiento. Así lo ha consagrado el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, al puntualizar qué personas están habilitadas o facultadas para acudir a la solicitud de amparo constitucional, particularidad que ha sido denominada “legitimación en la causa por activa”: 
“La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos.

También se puede agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud.
También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.”

En ese sentido, debe precisarse que en aquellos eventos en que la persona a la cual presuntamente se le encuentran desconociendo sus derechos fundamentales se encuentra imposibilitada para acudir por sí misma para invocar su protección, o desea hacerlo por intermedio de un tercero para que actúe en su nombre, tiene a su mano una de las siguientes dos figuras: 1. La del agente oficioso, o 2. La del apoderado judicial. 

Sobre este tópico se ha pronunciado jurisprudencialmente la H. Corte Constitucional, al establecer los eventos en que se configura la legitimación en la causa por activa:

“(i) cuando la tutela es ejercida directamente y en su propio nombre por la persona  afectada en sus derechos; (ii) cuando la acción es promovida por quien tiene la representación legal del titular de los derechos, tal como ocurre, por ejemplo, con quienes representan a los menores de edad, los incapaces absolutos, los interdictos y las personas jurídicas; (iii) también, cuando se actúa en calidad de apoderado judicial del afectado, “caso en el cual el apoderado debe ostentar la condición de abogado titulado y al escrito de acción se debe anexar el poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo”; (iv) igualmente, en los casos en que la acción es instaurada como agente oficioso del afectado, debido a la imposibilidad de éste para llevar a cabo la defensa de sus derechos por su propia cuenta, como sucede, por ejemplo, con un enfermo grave, un indigente, o una persona con incapacidad física o mental. Finalmente, (v) la acción de tutela puede ser instaurada a nombre del sujeto cuyos derechos han sido amenazados o violados, por el Defensor del Pueblo, los personeros municipales y el Procurador General de la Nación, en el ejercicio de sus funciones constitucionales y legales.”

De igual forma, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en sede de tutela, al referirse a la legitimación por activa y su significación de acuerdo con lo establecido en el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, previamente citado, ha dicho
:  
“i) Que la norma legitima para que incoe la acción de amparo, solamente a la “persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales”, quien puede hacerlo de manera directa o por medio de representante, bien que éste sea judicial o un agente oficioso. 

ii) Si se trata de representante judicial, que obviamente ha de ser un profesional del derecho, surge la obligación de demostrar la existencia del correspondiente mandato, en la medida en que por tratarse de derechos fundamentales se requiere de poder especial.

iii) Y en el evento que se actúe como agente oficioso, además de manifestar tal circunstancia en la solicitud, tiene la carga de acreditar la indefensión del titular de las garantías cuya tutela se demanda.” (Negrillas y subrayas por fuera del texto original).
Así mismo, el Órgano de Cierre Constitucional señaló en la Sentencia T–975 de 2005, las condiciones que debe cumplir quien actúe como representante judicial dentro de una acción de tutela: 

“(…) quien ejerce la acción de tutela a nombre de otro a título profesional, en virtud de mandato judicial, (…) actúa dentro del marco legal y las reglas propias del ejercicio de la profesión de abogado, razón por la cual debe acreditar que lo es según las normas aplicables (…).”

“En la sentencia T-531 de 2004 se señalaron los siguientes requisitos para la presentación demandas de tutela mediante apoderado judicial: 

“Dentro de los elementos del apoderamiento en materia de tutela la Sala señala que el mismo es (i) un acto jurídico formal por lo cual debe realizarse por escrito. (ii) se concreta en un escrito, llamado poder que se presume auténtico. (iii) El referido poder para promover acciones de tutela debe ser especial. En este sentido (iv) El poder conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende conferido para la promoción de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a estos tengan origen en el proceso inicial. (iv) El destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho habilitado con tarjeta profesional.”.
De acuerdo con lo anterior, y como viene de decirse, el invocante no justificó razones válidas por las cuales su proceder estuviera amparado en la figura de la agencia oficiosa, ni tampoco acreditó que su intervención en el asunto fuera ostentando la calidad de apoderado judicial de la titular de los derechos reclamados, pues no hay nada que acredite que él cumple con los requisitos referentes al derecho de postulación, al no haber cumplido ni siquiera con la carga de adjuntar el poder que avalara tal calidad. 
Conforme a lo expuesto hasta ahora, resulta evidente que hay una falta de legitimación en la causa por activa en este asunto, por lo tanto, se declarará improcedente la presente acción; tal como lo ha sostenido ese Alto Tribunal Constitucional a nivel jurisprudencial:   

“(…) Aunque una de las características procesales de la acción de tutela es la informalidad, esta Corporación ha indicado que la legitimación para presentar la solicitud de amparo, así como para actuar dentro del proceso, debe encontrarse plenamente acreditada. En el caso que la acción de tutela sea impetrada por medio de apoderado judicial, la Corte ha manifestado que debe ser abogado con tarjeta profesional y presentarse junto con la demanda de tutela un poder especial, que se presume auténtico y no se entiende conferido para la promoción de procesos diferentes a la acción de tutela, por medio del cual se configura la legitimación en la causa por activa sin la cual la tutela tendría que ser declarada improcedente.”

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la tutela invocada por el Dr. JORGE GONZÁLEZ ARREDONDO en contra del JUZGADO 1º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA; ello por las razones expuestas en la parte motiva de la presente providencia.

SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
�Sentencia T-176/11 M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo


�Sentencia STP5388-2014 M.P. Luis Guillermo Salazar O., Rad No. 72972, 30 de abril de 2014


� Sentencia T 497 de 2007 
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